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Este libro está dedicado, antes que nada, a todas aquellas personas que sufren diariamente por la falta de medicamentos; a sus familias y a cuidadores. 

			Nadie merece sufrir.

			Está dedicado también a mis colegas médicos y a los profesionales de la salud que día con día se juegan su reputación y su carrera al enfrentar carencias durante los tratamientos de sus pacientes.

			Mi reconocimiento, solidaridad y respeto.

		

	
		
			





A mi tío Jorge.

			Pediatra extraordinario, 

			mi maestro y mentor.

			In memoriam.

		

	
		
			



PRESENTACIÓN

			En 2018, justo al inicio de las campañas para la elección presidencial, comencé a darles seguimiento a los programas de los candidatos, específicamente en lo concerniente a la salud. 

			Aunque esperaba encontrar algo interesante, no me sorprendió la falta de propuestas, con dos salvedades: Margarita Zavala planteaba un programa de atención a la salud muy completo, el cual nunca se difundió tras haber abandonado 
la competencia; por otra parte, Andrés Manuel López Obrador se comprometía a ofrecer servicios de salud de manera universal y gratuita. Nada más.

			Al avanzar en la carrera presidencial y posteriormente vencer en los comicios, dos propuestas concretas del ahora presidente se dieron a conocer: la gratuidad de los servicios de salud y la inminente desaparición del Seguro Popular. No sería hasta poco antes de iniciarse la administración cuando una noticia llamaría mi atención: la Secretaría de Hacienda concentraría, a través de su oficialía mayor, todas las compras gubernamentales.

			Como analista y consultor en políticas de salud, me planteé una pregunta casi obligada: ¿cómo afectaría esta decisión a los procesos de compras de medicamentos e insumos que normalmente se llevaban a cabo en el Gobierno?

			Saltemos en el tiempo al verano de 2019, cuando el primer ejercicio de compra consolidada de la actual administración simplemente falló; desde entonces, todo se ha precipitado en una espiral descendente.

			 Soy un médico formado en la década de los ochenta, lo que me ha dado la oportunidad de presenciar los últimos 38 años de la evolución del sistema de salud en México. Por mi experiencia laboral, no solo como médico cirujano, sino como ejecutivo en la industria farmacéutica y como consultor independiente, he tenido la oportunidad de conocer de primera mano políticas sanitarias, procesos, legislación y trámites de nuestro sistema de salud desde tiempos de la administración del doctor Jesús Kumate.

			Comencé a escribir sobre salud en diferentes medios desde poco antes de la pandemia de influenza H1N1 en 2009; he mantenido un seguimiento constante y mi trabajo en investigación de mercados me ha ayudado a conocer de primera mano la opinión, sentimientos e inquietudes de pacientes, médicos y profesionales de la salud.

			Han pasado casi dos años y medio desde que inició la más grande crisis de abasto en el sector salud de la que se tenga memoria. Durante ese tiempo, muchos pacientes han sufrido por la falta de medicamentos y, aunque es un problema que afecta a todos, quienes más nos duelen son los niños con cáncer. Es por eso que resulta indignante escuchar por parte de las autoridades no solo pretextos, sino la negación de la existencia del problema, acusando en ocasiones de complot e intentonas golpistas a los mismos pacientes pediátricos.

			Las autoridades han dicho muchas cosas sobre el desabasto. La mayoría falsas. Muchas sin sentido. Y el problema no son solo los padres de familia y los pacientes que se saben engañados; el problema también es que existe gente que, por desconocimiento de las causas, ha llegado a creer las historias oficiales que hablan de «mafias», «monopolios» y «complots».

			Durante todo este tiempo he opinado en diferentes medios y he escrito mis puntos de vista sobre la realidad del origen y las repercusiones del problema. Sin embargo, no dejan de ser opiniones aisladas y emitidas en la temporalidad de lo que va sucediendo. Para explicar la crisis como conjunto, era necesario escribir este libro.

			¿Cuál es el origen del desabasto? ¿Cuál era el escenario previo a la escasez de medicamentos? ¿Quiénes están involucrados? ¿Cómo nos afecta? ¿Quiénes son los culpables? Mi objetivo es explicarlo sin muchos tecnicismos y de manera clara y entendible para quienes no conocen este medio. Entiendo el problema desde adentro y sé de las inquietudes que la gente manifiesta.

			Estas páginas nacen, antes que nada, como producto de la indignación. Es por este motivo que la mitad del libro está dedicada a narrar historias de pacientes, familiares y profesionales de la salud que se han visto afectados y todos los días sufren las consecuencias de malas decisiones que ellos no tomaron.

			Para derribar los mitos oficiales, es indispensable conocer el otro lado de la moneda. Sin embargo, la realidad está fragmentada en historias y vivencias de gente de carne y hueso, personas que en muchas ocasiones y de forma muy humana se sienten inseguras al compartirlas. A todas ellas les agradezco la confianza al hablar de su experiencia; la mayor parte lo ha hecho con exceso de prudencia o, francamente, con miedo. Mucho miedo.

			Aunque me baso en información analizada y publicada por expertos en cada área, este no es un libro de datos. El propósito es explicar y dar a conocer el lado humano de quienes sufren el desabasto. Los datos duros de esta debacle se encuentran disponibles en diversas fuentes. Casi todas, de verdaderos expertos. Algunos de ellos han puesto un enorme esfuerzo por explicar a detalle los orígenes del problema. 

			La periodista Maribel Ramírez Coronel no ha dejado de escribir sobre el tema y sus actores en El Economista. Irene Tello Arista, de Impunidad Cero, fue de las primeras en entender el origen del problema y explicarlo con detalle. El colectivo Cero Desabasto, impulsado por Nosotrxs, ha publicado completísimos reportes con cifras provenientes de recetas y pacientes, así como la organización Mexicanos Contra la Corrupción y la Impunidad ha dado cuenta de las discrepancias e irregularidades en el discurso oficial.

			Al mismo tiempo, organizaciones de ayuda a pacientes como Nariz Roja, Es por Tu Amor y Con Causa han puesto ejemplo de dedicación, solidaridad y apoyo a los desprotegidos. Ellos conocen historias como las que narro en este libro. Ellos saben del sufrimiento de los pacientes.

			Este libro es una aportación personal que busca, además, dar voz a algunos que hoy no la tienen. 

			En todo el mundo, las decisiones gubernamentales y las políticas de salud suelen prevalecer a través de varias administraciones y programas de gobierno. México no era la excepción. Durante casi 40 años existió en nuestro país una constancia en las políticas y una continuidad en los programas, metodologías y formas. 

			A partir de esta administración todo cambió. El problema es que las consecuencias inmediatas de ese cambio se dieron en la salud y la vida de los pacientes; todo, producto de ignorancia e incompetencia, motivado por una ideología ciega.

			Vamos, pues, a conocer las causas de la crisis, escuchar a quienes sufren y, con todo ello, buscar la mejor solución posible. 

			En el futuro debemos evitar que esto se repita.

			México merece más. 

			XAVIER TELLO

			Ciudad de México, otoño de 2021

		

	
		
			



INTRODUCCIÓN

			Son las tres y media de la mañana, el taxi se detiene frente a la farmacia. Es la tercera que el papá de Santiago visita esta noche. En su mano, la receta por ácido valproico y dexametasona que le dieron en el hospital. Ojalá esta vez tengan lo que su hijo tanto necesita.

			En el área de terapia intensiva de un hospital infantil de la Secretaría de Salud de Ciudad de México, la mamá de Santiago monta guardia y da vueltas por los pasillos en espera de noticias. Es la tercera noche en vela desde que su hijo llegó al hospital después de ser atropellado mientras caminaba hacia su casa. 

			«Traumatismo craneoencefálico, fractura de cráneo y edema cerebral». Los papás de Santiago no saben qué es eso, pero dicen que hubo que hacer una perforación en los huesos de la cabeza de su pequeño para que el cerebro inflamado no se lastimara. Solo eso salvaría la vida del niño.

			Aunque la cirugía de emergencia fue exitosa y el neurocirujano les ha transmitido confianza, aún esperan que el cerebro de Santiago se desinflame.

			El trato de los médicos ha sido excepcional y las enfermeras han sido muy amables; Esther, que ha estado en el turno de la noche las tres veces, ha sido particularmente empática con la señora; procura platicar con ella para distraerla un poco de la situación y hace comentarios alentadores cada vez que se encuentran. Entre ella y la trabajadora social compraron un tamal y un atole para que la mamá del niño cenara. Saben que no tiene dinero. Su marido es albañil y ella se dedica al hogar.

			A pesar del éxito de la cirugía, los excelentes cuidados posoperatorios y la cálida vocación de todo el personal, la situación se ha complicado. En el hospital hacen faltan varios medicamentos, entre ellos los que Santiago necesita para salir adelante. No es la primera vez que se tienen faltantes en el hospital, pero nunca había sido tan grave y siempre se podía resolver de una u otra manera. Esta vez, a pesar de las estrictas normas, a los médicos no les queda otro remedio y han tenido que pedir a los padres que consigan lo que su hijo requiere. Trabajo Social y el subdirector en turno lo saben y están de acuerdo: prefieren correr el riesgo que perder al niño.

			En la farmacia, el papá respira más tranquilo; por fin encontró lo que buscaba, tienen los dos medicamentos que hacen falta y en presentación genérica. De haber comprado los originales, habría gastado más de 500 pesos. Esa cantidad no la gana en un día completo de trabajo en la construcción. Lo que acaba de conseguir por su cuenta podría ayudar a su hijo las próximas 48 horas, sin embargo, si no abastecen al hospital, pronto deberá pedir prestado para comprar más. 

			Lo único que le queda por ahora es esperanza, que Santiago mejore poco a poco y que los medicamentos lleguen al hospital.

			El padre de Santiago trabaja de manera irregular y no tiene acceso a los servicios del Seguro Social. En un hospital privado, la atención que su hijo necesita costaría miles de pesos. Como la mitad de la población mexicana, la familia de Santiago vive en condiciones de pobreza, así que su única opción es encomendarse a los servicios públicos de salud, ya sean del Gobierno federal o los que proporciona la Secretaría de Salud estatal.

			A todo esto se suma que en México la medicina de emergencia solo se lleva a cabo con éxito en un puñado de hospitales habilitados para ello. Son pocos los centros que cuentan con la capacidad y la experiencia para atender un caso como el de este pequeño. Paradójicamente, la naturaleza de las emergencias es la de surgir en los momentos más inoportunos, cuando la mayoría de la gente se encuentra sin la capacidad económica para solventarlas. Por lo tanto, gran parte de los pacientes de una urgencia como la de Santiago debe atenderse en hospitales del Gobierno.

			Lo anterior nos permite contextualizar esta grave situación que, por desgracia, va más allá del estado de salud de Santiago. El pequeño de cinco años se encuentra en un hospital de gobierno que tiene prohibido adquirir material médico por su cuenta y está condicionado a tratarlo «con lo que haya». El problema más agudo para Santiago y sus padres es que hoy no hay.

			 

			 

			Esa misma noche en el norte de Ciudad de México, Carlos pasa su segundo día en la unidad coronaria del Hospital Juárez. El hombre de 54 años tuvo que ser internado de emergencia por un infarto y, aunque ahora se encuentra estable, sigue en espera de un tratamiento definitivo.

			Carlos necesita un stent, una diminuta férula hecha de malla metálica en forma de popote que se coloca dentro de la arteria cardiaca afectada para impedir que esta se bloquee de nuevo. 

			Para los médicos, se trata de un protocolo usual, algo que puede resolverse sin riesgo para el paciente siempre que se atienda a tiempo. El problema es que el hospital no cuenta con stents y no tienen manera de confirmar cuándo conseguirán el que Carlos necesita. Mientras tanto, el equipo de Trabajo Social gestiona su traslado al Instituto Nacional de Cardiología, trámite que se ha complicado en demasía por los estragos de la pandemia, pues el instituto se encuentra lleno.

			El médico a cargo de Carlos se siente terriblemente frustrado. Se trata de un caso común que puede tratarse de inmediato y sin complicaciones, así lo había hecho siempre, hasta hace tres años cuando los materiales como el stent que su paciente requiere comenzaron a escasear. Si algo así hacía falta, era más o menos sencillo para los pacientes comprarlo de manera directa al fabricante. Una llamada telefónica y una representante de una empresa estadounidense acudía al hospital y vendía el stent con las especificaciones debidas. 

			El trámite era conocido: el familiar se encontraba con la vendedora y le daba las especificaciones que el médico había apuntado; ella le cobraba con tarjeta o le indicaba dónde depositar y, con el comprobante de pago, la vendedora facturaba la pieza y la enviaba de inmediato a la sala de hemodinamia. Un dispositivo como el que requiere Carlos puede costar entre ocho y 30 mil pesos, dependiendo de las características. No todos los pacientes pueden adquirirlo con sus propios recursos, pero antes se tenía la opción de hacerlo. 

			Desde 2003 hasta 2020, el hospital hubiera turnado todos los gastos (hospitalización, sala de hemodinamia, medicamentos y stent) al Seguro Popular de Carlos. Sin embargo, desde enero de 2020 esto cambió. Con la sustitución del Seguro Popular por el Instituto de Salud y Bienestar (Insabi), Carlos se quedó desprotegido, los hospitales ahora tienen prohibido adquirir por otros medios cualquier tipo de insumo o equipo médico para los pacientes, así como cobrar cuotas de recuperación o extender recetas para que estos los consigan por cuenta propia. Cualquier médico que lo haga puede ser sancionado.

			Según se sabe, desde el primero de enero de ese año, y por decreto presidencial, todos los servicios, medicamentos y procedimientos son ahora completamente gratuitos y los pacientes reciben, en teoría, todo a costo cero. El problema es que, de todo eso, faltan muchas cosas y no se sabe cuándo estarán disponibles.

			Carlos está varado. Infartado. Esperando a ser intervenido. El hospital no tiene el stent que requiere, pero tienen prohibido pedir a la familia del paciente que lo compre. Es un callejón sin salida.

			Casos como el de Carlos o el del pequeño Santiago son ahora parte de la vida cotidiana en México. 

			En muchas ocasiones me han preguntado cómo puedo ilustrar el problema del desabasto de medicamentos en México. El mejor ejemplo que se me ocurre es el siguiente: cuando un paciente va a recibir un trasplante de corazón, es conectado a un sistema de soporte que lo mantiene vivo mientras le quitan el corazón enfermo y le ponen el corazón del donador. 

			En el caso del abasto de medicamentos, el Gobierno decidió quitarle el corazón al paciente sin tener siquiera un donador.

			¿CUÁNDO NOS QUEDAMOS SIN MEDICAMENTOS?

			Sabemos que en la actualidad existen enormes carencias en el sistema de salud y la palabra desabasto se ha convertido en algo cotidiano, ya sea por la constante cobertura del tema en los medios de comunicación o porque conocemos un caso cercano de alguien que lo ha padecido. ¿Qué sucedió en realidad y por qué lo que antes era temporal y esporádico se ha convertido en una constante que atenta contra la salud de la población?

			Primero, es necesario decirlo: nunca se había vivido un desabasto tan amplio y prolongado en el campo de la salud en México.

			El problema como tal existe desde 2019, y aunque en un inicio el desabasto se manifestó en medicamentos de alta especialidad, como aquellos que se usan para tratar a pacientes con VIH o personas con cáncer, este fue creciendo y hoy es difícil encontrar incluso los medicamentos más básicos como analgésicos, tratamientos para la hipertensión o el colesterol elevado (en un país con altísimos índices de obesidad adulta e infantil), así como antidiabéticos, medicamentos para padecimientos mentales y una gran variedad de dispositivos de uso común como el stent de Carlos. Lo que alguna vez fue un problema exclusivo de los pequeños centros de salud o los hospitales más alejados de las áreas urbanas hoy ha alcanzado incluso a los Institutos Nacionales de Salud.

			A finales de julio de 2021 se dieron a conocer fotografías del Instituto Nacional de Perinatología (INPer) en las que aparece un pizarrón blanco que anuncia los principales faltantes: bolsas recolectoras de orina, brazaletes para identificación, cubrebocas, agujas para tomas de muestra, antifaces para bebés prematuros, agua oxigenada y, seguramente, lo más impactante: ligaduras para el cordón umbilical; todo esto en un hospital dedicado a traer bebés al mundo.

			Las historias cunden y se esparcen a través de las redes sociales. Cada vez son más los anuncios donde se solicita ayuda para encontrar un medicamento inexistente en las farmacias del sector salud.

			Alrededor de las mismas fechas de lo ocurrido en el INPer, el Hospital Adolfo López Mateos del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) se vio en la necesidad de cancelar o reprogramar diferentes procedimientos a decenas de pacientes debido a la falta de reactivos para el laboratorio, así como de pruebas de rayos x. No fueron pocos los pacientes que debieron realizarse sus estudios de imagen o sus análisis preoperatorios en el laboratorio privado que se encuentra cruzando la calle.

			Durante los meses recientes hemos escuchado casi a diario la palabra desabasto, se ha convertido en el statu quo del sistema de salud en México. Y de algo así, nadie se salva. El desabasto ha afectado a los pacientes y a sus familiares por lo menos en una ocasión, y es muy probable que todos conozcamos a alguien que lo ha padecido. Sin embargo, muy poca gente entiende las dimensiones del problema y cómo es que esto va más allá de unos cuantos medicamentos faltantes.

			Si tuviera que dar una definición rápida del actual desabasto en México, diría que es la falta de medicamentos e insumos que se originó a partir de una serie de malas decisiones del Gobierno al desmantelar el sistema de abasto que existía. No obstante, es evidente que el problema es mucho más complicado que eso, y es que el desabasto se encuentra íntimamente ligado a los orígenes de nuestro sistema de salud.

			UN PROBLEMA ABSURDO

			DE ORÍGENES MÁS ABSURDOS

			Formado por cinco grandes instituciones de salud y más de 30 sistemas estatales, el sistema de salud mexicano es único en el mundo, y uno de los más complejos. En principio, cada uno de los institutos y sistemas estatales se ocupaba de comprar sus medicamentos e insumos individual y desordenadamente. Así fue durante algunos años, hasta que todo se concentró en manos del Gobierno federal. 

			Aquí aparece la primera particularidad. En México, el Gobierno ha sido el proveedor de medicamentos de manera «gratuita» a los pacientes. Este modelo parte de la mecánica que desarrolló el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) que, desde su creación en 1943 y como parte del servicio a sus derechohabientes, entrega los medicamentos directamente mediante un complicado sistema de farmacias establecidas en cada una de las unidades de salud a su cargo. Posteriormente, este sistema fue replicado por el ISSSTE, los servicios médicos de la Secretaría de Defensa Nacional (Sedena), los de la Secretaría de Marina (Semar) y el de Petróleos Mexicanos (Pemex).

			Aunque en un inicio la mayoría de los estados de la República mantenían dinámicas distintas y no entregaban las medicinas a su población, poco a poco se fueron haciendo cargo mediante compras directas de medicamentos a farmacias o proveedores locales y, con el tiempo, optaron por el mismo sistema que el IMSS.

			Esta tarea resultaba complicada para cada una de las entidades e institutos. Ahora, abastecer un sistema de salud, insisto, único en el mundo de forma regular, eficiente y centralizada a todo el país se convirtió en una labor titánica. 

			Entre 2013 y 2018 el sistema conocido como «compra consolidada» ya era un mecanismo maduro y estable que logró ahorros significativos al asegurar mejores precios debido a los enormes volúmenes de compra.

			Sobra decir que este método no era perfecto; ninguno en el mundo lo es. La enorme dimensión del proceso, los grandes volúmenes de adquisición y la complejidad de las negociaciones no estaban exentos de fallas que incluían desde colusión entre proveedores para fijar precios, bases y reglas de participación diseñadas «a modo», así como filtración de información y otras situaciones poco deseables en un sistema del que depende la salud de la población. 

			A finales de los años noventa y principios de este siglo, por ejemplo, existía lo que se conoce como un «pacto de caballeros» entre diferentes fabricantes de un mismo medicamento, pacto mediante el cual (de manera informal y con un apretón de manos) se acordaba no disminuir los precios por debajo de un límite determinado; así establecían el precio mínimo con el que todos concursarían en la misma licitación. En más de una ocasión, por cierto, alguno de estos fabricantes decidió «pasarse de listo» y ofrecer un precio menor a lo acordado, llevándose la licitación completa. Como es de esperarse, se ganaba de forma automática la enemistad de ese grupo.

			Aunque en la actualidad se mencionen en los medios, este tipo de prácticas fueron cayendo poco a poco en el desuso debido sobre todo a dos factores: por un lado, la mejora en el sistema de compras gubernamentales CompraNet con la creciente capacidad de auditoría en la compra consolidada y, por el otro, el aumento de reglas de control interno y cumplimiento de políticas éticas (compliance) adoptadas por los laboratorios farmacéuticos y proveedores trasnacionales y extranjeros, así como algunos mexicanos. 

			Después de muchos ajustes y mejoras, para inicios de 2018 el sistema funcionaba de manera predecible, planeada y conveniente, tanto para los sistemas gubernamentales como para los proveedores. La compra consolidada abarcaba un enorme porcentaje de los medicamentos e insumos requeridos por el Gobierno federal y los gobiernos estatales y, desde 2013 hasta entonces, se presumieron ahorros sustanciales mediante este sistema.

			Finalmente, las autoridades en la materia aprendieron a comprar medicamentos para todos los mexicanos que los necesitaran. Pero, hasta aquí, solo hemos visto la mitad de la ecuación. La segunda mitad, de seguro más compleja, incluye la distribución de todos estos productos en cada una de las farmacias de las unidades médicas de cada una de las instituciones contratantes. Como veremos ahora, la práctica de entregar los medicamentos de forma directa a cada uno de los pacientes nos pasa factura.

			Si en todo el mundo la distribución de medicamentos representa una complicación logística, en México, debido al enorme volumen negociado, la geografía y el número de farmacias, la tarea es colosal. Si en algún lugar del mundo la distribución es clave para lograr un adecuado abasto en el sector salud, es en México. 

			LA DESTRUCCIÓN DEL SISTEMA DE ABASTO

			Durante 2018 se organizó la última compra consolidada por parte del IMSS. Con el cambio de administración, la responsabilidad de todas las compras de cualquier cosa en el Gobierno mexicano quedaba a cargo de la Oficialía Mayor de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (OMSHCP). Desde que se anunció a finales de ese año, esta decisión parecía no tener sentido, por lo menos no en el sector salud. La compra de medicamentos e insumos destinados a tratar enfermos y salvar la vida de los pacientes requiere gente con experiencia y conocimiento muy especializado, ambos factores ya dominados por el IMSS de la administración anterior.

			Para comprender la decisión, es importante tomar en cuenta el discurso político del gobierno actual. Bajo el estandarte de una supuesta «lucha contra la corrupción», la OMSHCP prácticamente desechó todo lo que ya se había logrado, al punto de llegar a desconocer los contratos establecidos con anterioridad. 

			A pesar del cambio abrupto, al inicio nada parecía distinto; esto se debió a que la última compra consolidada de 2018 garantizó el abasto de medicamentos durante el primer semestre de 2019; sin embargo, los contratos debían licitarse o, en su caso, renovarse a mediados de ese año. Este proceso tomó desprevenida a la nueva administración. Simplemente no sabían cómo hacerlo, o sus intereses estaban puestos en otra parte.

			Además de la cruzada contra la corrupción, el Gobierno asumió la máxima que ahora conocemos como austeridad republicana, la cual promueve el ahorro de recursos en cualquier rubro que lo permita. No importa si se trata de educación, transporte o salud, la misión es detectar cualquier área de oportunidad que permita reducir el presupuesto y considerarlo ahorro.

			La renovación del sistema de salud implicaba el manejo de un jugoso presupuesto de más de 51 mil millones de pesos que la Secretaría de Hacienda no dejaría ir. La indicación era hacerse de la mayor cantidad de recursos posibles para financiar los programas sociales del Gobierno; así, este enorme monto de adquisiciones era demasiado atractivo para los ojos de la nueva administración.

			Cuando le explicaron a la OMSHCP cómo se llevaba a cabo el proceso de compra, adquisición y distribución, se dieron cuenta de que la distribución hacia cada una de las farmacias del sistema de salud gubernamental tenía un costo, transferido como un margen al precio final de los insumos o medicamentos. Con esta lógica, si lograban eliminar a los distribuidores en este proceso, este gasto se manifestaría como un «ahorro» y el Gobierno federal podría disponer de él. Pocas cosas pudieron ser más atractivas. 

			Deshacerse de los distribuidores no fue difícil. Bajo el argumento de que eran simples intermediarios y representaban un monopolio que solo encarecía la operación, esto a todas luces significaba corrupción, por lo que el presidente de la República firmó en persona un memorándum vetando a los tres distribuidores más importantes: Fármacos Especializados, DIMESA y Maypo. El Gobierno de México se quedó en ese momento, por decisión propia, sin medios ni expertos para distribuir los medicamentos.

			Ya con el control total sobre las compras, la OMSHCP quiso organizar un par de licitaciones en 2019, las cuales fueron un rotundo fracaso como explicaré a detalle a lo largo del libro. El desconocimiento de los procesos internos, manejo de inventarios o la manufactura y normas de cumplimiento regulatorio de la industria farmacéutica hicieron que muchos fabricantes que no habían sido vetados prefirieran no participar. La respuesta del presidente de la República fue inmediata y categórica: los acusó de querer extorsionar y boicotear el sistema con el fin de recuperar prebendas. Con la acusación vino una amenaza: los medicamentos se comprarían en el extranjero, pasando incluso por encima de la industria farmacéutica nacional o extranjera legalmente establecida en México por varias décadas.

			La llegada del Insabi, que a la postre se adueñó de los recursos y decisiones de abasto en el sector salud, solo lo empeoró todo, y buscar apoyo en un organismo de las Naciones Unidas fue un desastre. 

			Mientras tanto, los insumos faltantes en los anaqueles de las farmacias gubernamentales continúan en aumento. Por su naturaleza, el problema comenzó a afectar de inmediato la salud de los pacientes y, a la larga, ha cobrado la vida de muchas personas. Los pacientes están abandonados a su suerte.

			EL VERDADERO IMPACTO

			LO SUFREN SERES HUMANOS

			La colección de errores y malas decisiones que condujeron a la enorme crisis de desabasto que estamos viviendo requiere un análisis más detallado; lo haré en su momento, a lo largo de los siguientes capítulos. El problema debe abordarse desde distintas aristas sin perder el enfoque más importante: el impacto de estas carencias en el tratamiento de pacientes, en su calidad de vida (o sobrevida), la economía de sus familias y sus relaciones interpersonales. Más allá de errores de logística, estamos hablando de seres humanos. En este libro presento historias humanas, testimonios de pacientes que comparten la realidad cotidiana de un desabasto de medicamentos.

			En su momento me detendré en el análisis del sistema de salud que propone el gobierno actual y abordaré por qué es cuestionable su gratuidad total, pero ahora debemos plantearnos las preguntas importantes: ¿qué hace un paciente o su familia cuando no encuentran los medicamentos que necesitan en la farmacia de su unidad médica? ¿Cuál es el impacto inmediato en su salud? ¿Cómo afecta esto a sus actividades diarias como el trabajo y la vida en casa?

			Lo he vivido de cerca. Sin ser un usuario de los servicios públicos de salud, lo he padecido en mis familiares directos. Nadie en México está exento de sufrir este desabasto.

			La situación se agrava más frente a la actitud de las autoridades: soberbia combinada con indolencia. Uno de los ejemplos más dolorosos y conocidos es el trato recibido por las madres y los padres de los pacientes oncológicos pediátricos, los niños con cáncer. En este libro hablaré sobre su situación, intrínsecamente ligada a la incompetencia que envuelve un sistema de autodefensa, que, en las voces de funcionarios arrogantes y poco humanos, se convierte en un claro ejemplo de trato poco digno a los pacientes. 

			En contraparte, existen historias humanas. Grandes ejemplos de solidaridad y empatía como son los trabajadores del hospital infantil donde tratan a Santiago. Médicos, personal de enfermería, paramédicos y trabajo social que de verdad sufren por encontrarse entre la espada y la pared. El deseo y los grandes esfuerzos por salvar una vida, o por lo menos disminuir el sufrimiento de un paciente, se ven mermados por la falta de recursos para poder hacer una medicina de calidad.

			De los médicos y profesionales de la salud nadie habla y eso duele. En mi caso, lo tomo personal. Me enorgullezco de estar en contacto con cientos de amigos, familiares y conocidos que todos los días ponen en riesgo su trabajo, su prestigio o su libertad, al ejercer su profesión en un ambiente en el que faltan los insumos para llevar a cabo su vocación.

			Por desgracia, encontrar más ejemplos de esta crisis no requiere esfuerzo. Al momento de escribir esta introducción me entero de la venta irregular de material de osteosíntesis (implantes, clavos y tornillos que utilizan los ortopedistas en sus cirugías) al interior del Hospital Balbuena, perteneciente a los servicios de salud de Ciudad de México. Como consecuencia, el director del hospital y el jefe del servicio de ortopedia fueron removidos de su cargo.

			El problema en cuestión se suscitó cuando, para poder operar a un paciente que llevaba varios días en espera de cirugía, los familiares decidieron comprar el material por su cuenta y para ello recurrieron a una supuesta distribuidora que vendía los suministros dentro de las instalaciones del hospital. En el pasado, la adquisición de este material por parte de los pacientes se hubiera llevado a cabo de manera completamente legal, justo como lo narré en la historia de Carlos. 

			Sin embargo, con las nuevas disposiciones y el decreto de gratuidad absoluta de los servicios de salud, los distribuidores legales no pueden operar como solían hacerlo antes, dentro de las instituciones. Sin el Seguro Popular, el Hospital Balbuena no tiene dinero para comprar el material a un distribuidor; y al no permitirse cobrar una cuota de recuperación, todas las puertas están cerradas.

			El material no estaba disponible en el hospital y a la familia le urgía que su paciente fuera operado. Tal parece que la vendedora ni siquiera era una representante formal de alguna empresa fabricante de implantes. Cuando los canales legales se complican, la ilegalidad toma su lugar. Cuando los pacientes o sus familiares están desesperados, recurren a cualquier cosa.

			Desconozco las circunstancias o el involucramiento que pudieran tener los médicos cesados o las implicaciones legales hacia ellos. No estoy capacitado para opinar sobre su situación. Sin embargo, entiendo la desesperación de mis colegas al no tener los recursos necesarios para sacar adelante a un paciente.

			El Instituto Nacional de Rehabilitación (INR), por ejemplo, ha pasado de realizar cerca de 30 cirugías diarias a solo 20 semanales. Y es que estos procedimientos no pueden programarse sin el material necesario. Hablamos de lesiones invalidantes como fracturas en la columna o en la cadera, pacientes con la cara destrozada que necesitan una reconstrucción para poder respirar correctamente y volver a comer por la boca. 

			Como dije, la frustración la comparten los pacientes, sus familias y el personal de salud. A los únicos que parece no importarles es a quienes mueven los hilos del abasto en el sistema.

			¿HACIA DÓNDE VAMOS? 

			Es claro que nos encontramos en estado de crisis. Desmantelar el sistema de adquisiciones del sector salud será, con toda seguridad, una de las medidas de mayor costo político para esta administración.

			El desabasto de medicamentos en México es el resultado de una surrealista mezcla de malas decisiones, incompetencia e ignorancia, aderezado con una enorme carga ideológica. Si alguien hubiera planeado que funcionara realmente mal, no habría existido una mejor receta.

			El detalle de los pormenores, cifras y fechas ha sido comentado y revisado en diversos foros y medios por periodistas y analistas entre los que me incluyo, por lo que en este libro procuraré analizar y hacer entendibles el entorno, las circunstancias, los actores, las decisiones y consecuencias de estas al querer deshacer algo que no era perfecto, pero funcionaba, para dar paso a un abigarrado formato de compras, en el que han resurgido antiguos vicios y se han creado algunos nuevos.

			Finalizo esta introducción con lo que parece ser lo más reciente de las decisiones absurdas en este galimatías. Según un reportaje reciente,1 el Insabi se dispone a inaugurar una farmacia cerca de la zona de hospitales del sur de Ciudad de México. El objetivo sería proporcionar medicamentos de forma gratuita a los pacientes que lo requirieran, seguramente, con dos propósitos: por un lado, administrar de manera directa los medicamentos e insumos, sobre todo los de alto costo como son los oncológicos; por el otro, desentenderse de la fase final de la distribución de medicamentos, la famosa «última milla», como se le conoce dentro del argot de la distribución.

			Una decisión como esta no solo es absurda, sino que va contra cualquier principio de optimización de recursos y reducción de costos; pero, más allá de todo, no está pensada en función de la comodidad o el bienestar de los pacientes. Si fuera así, los medicamentos estarían disponibles en cualquier farmacia pública o privada cercana a un hospital, no centralizados en farmacias a cargo del Gobierno.

			Como veremos a lo largo de esta obra, la salud es demasiado seria para administrarse mediante ocurrencias, y el abasto de medicamentos requiere de amplio conocimiento y mucha especialización. No hay espacio para la improvisación y los experimentos pueden costar vidas.

			Una vez más recurro a la analogía: en el caso del sistema de abasto de medicamentos, el Gobierno decidió quitarle el corazón al paciente sin tener siquiera un donador.
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